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	44

	Motivo: Amparo

	Recurrente: NORA Y BERTHA CARVALHO FEUILLEBOIS POR “COMPAÑÍA MERCANTIL SOCIEDAD ANÓNIMA”

	Recurrido: MINISTRO DE INDUSTRIA Y COMERCIO y VICEMINISTRO DE ESA CARTERA

	Objeto del recurso: Alegan las recurrentes que la empresa que representan fue denunciada por la Compañía Industria Firestone de Costa Rica S.A. de llevar a cabo prácticas desleales de comercio - “dumping”. Que el Ministro acogió la denuncia y resolvió prohibir por el término de un año, la importación de llantas y neumáticos que importa su representada, y le previno que debe abstenerse de vender artículos que causen o puedan causar perjuicios a la producción industrial en el país. Que el Ministerio de Industria no tiene competencia para dictar resoluciones de esa índole. Alegan violación de los artículos 46 y 146 de la Constitución Política.  

	Respuesta del recurrido: ND

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano de conformidad con los artículos 3° y 9 de la Ley de Amparo, por cuanto las alegaciones contenidas son materia reservada a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, según disposiciones de los artículos 1° y 18 de la Ley N° 3667 de 12 de marzo de 1966.   


N° 44
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día ocho de julio de mil novecientos sesenta y ocho, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Calzada, Coto, Jacobo, Gallegos, Jiménez, Bejarano, Soto, Fernández, Sanabria, Jugo, Trejos y Odio.
Artículo X
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por Nora y Bertha Carvalho Feuillebois, en el carácter de apoderadas generalísimas sin limitación de suma de “Compañía Mercantil Sociedad Anónima” de esta plaza, contra el señor Ministro de Industria y Comercio, don Manuel Jiménez de la Guardia, y también contra el señor Viceministro de esa Cartera, don Joaquín Vargas Gené.   Fundamentan las señoras Carvalho Feuillebois el mencionado recurso, en que su representada, desde hace muchos años viene ejerciendo el comercio de llantas y neumáticos de la marca “B.F. Goodrich Company”, que importa de los Estados Unidos de América y de Colombia, en donde están las fábricas de tales productos; que con ocasión de haberse integrado Costa Rica al Mercado Común Centroamericano, se estableció en el país, al amparo de la Ley de Protección Industrial, la compañía denominada “Industria Firestone de Costa Rica S.A.” que se dedica a la fabricación y venta de llantas y neumáticos de la marca “Firestone”, como industria nueva con todas las exenciones y privilegios que la ley citada acuerda; que la empresa que representan fue denunciada por la Compañía Industria Firestone de Costa Rica S.A. de llevar a cabo prácticas desleales de comercio en su perjuicio de las conocidas con el nombre de “dumping” que el cargo es infundado, pues los precios en que ellos venden llantas y neumáticos marca “B.F. Goodrich Company” son más elevados, en un diez por ciento que los productos similares fabricados en el país por la compañía denunciante; que con base en una incompleta, deficiente y equívoca investigación hecha por la Dirección General de Integración y Comercio y por recomendación de la Comisión Industrial, el señor Viceministro de Industria, Joaquín Vargas Gené, en ausencia del titular de la cartera, rechazó la prueba ofrecida en defensa de la empresa “Compañía Mercantil Sociedad Anónima”, y finalmente, por resolución de las 8 horas del 14 de junio recién pasado, el señor Ministro de Industria y Comercio, don Manuel Jiménez de la Guardia, acogió la denuncia de la Compañía Firestone y resolvió lo siguiente: “prohibir por el término de un año, a partir de la fecha, la importación de llantas y neumáticos de la marca “B.F. Goodrich Company”, en las medidas y tamaños que a continuación se indican, en cumplimiento de lo que disponen los artículos 10 y 11 de la Ley 2426 de 3 de setiembre de 1959 y su Reglamento”.  El Ministerio de Industria y Comercio previno en esa misma resolución a la “Compañía Mercantil S.A.” que debe abstenerse de vender artículos que causen o puedan causar perjuicios a la producción industrial en el país, conforme a los términos de los citados artículos 10 y 11 y que la contravención a esa disposición obligaría a la aplicación de Defensa Económica y otras disposiciones que sobre la materia existen; que mediante solicitud formal presentada al ministerio citado, la Compañía Mercantil Sociedad Anónima estableció recurso de reposición o reconsideración contra la resolución antes mencionada, con solicitud de revocatoria de la misma, recursos esos, que según dicen las recurrentes, fueron rechazados por resolución aún no publicada en la Gaceta; que una aclaración que también solicitaron fue totalmente ignorada por ese Ministerio, pues quedó sin resolución.  Consideran las recurrentes Carvalho Feuillebois que ha habido en contra de su representada, una aplicación errónea, desmedida e impropia de los artículos 10 y 11 de la Ley de Protección y Desarrollo Industrial, porque es un hecho real que la Compañía Mercantil Sociedad Anónima vende llantas y neumáticos a un precio más alto que el de los productos similares fabricados en Costa Rica, lo que quiere decir que no están causando ni amenazan causar perjuicios a la producción industrial de país.  Estiman también que esa resolución es ilegal y arbitraria, porque el Ministerio de Industria no tiene competencia para dictar resoluciones de esa índole, pues a quien correspondía dictarlas en el caso de que real y efectivamente existiera una práctica de comercio inconveniente, sería al Ministerio de Hacienda, conforme lo que dice expresamente el artículo 10 de la Ley de Protección y Desarrollo Industrial.  Por las razones mencionadas establecen las señoras Nora y Bertha, ambas Carvalho Feuillebois, recurso de Amparo, por estimar que se han violado los artículos 46 y 146 de la Constitución Política.  

Previa la discusión de estilo, se acordó: De conformidad con el artículo 9 de la Ley respectiva, rechazar de plano el anterior recurso de amparo, por cuanto en él se alega “aplicación errónea, desmedida e impropia de los artículos 10 y 11 de la ley de Protección y Desarrollo Industrial, N° 2426 de 3 de setiembre de 1959”, que es materia reservada a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, según aparece de las disposiciones contenidas en los artículos 1° y 18 de la Ley N° 3667 de 12 de marzo de 1966.  Asimismo, el otro motivo de inconformidad de las recurrentes, sea el carecer, según ellas, el señor Ministro de Industria, de competencia para dictar resoluciones como la que se impugna, también cae dentro del campo de aplicación de la referida Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el disponer en el inciso 2° del citado artículo 1°, que “Los motivos de ilegalidad comprenderán cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la falta de jurisdicción o competencia, etc. A más de eso, el artículo constitucional que se alega como violado en relación con este último punto, sea el 146, no consagra derecho que deba ser protegido por vía de Amparo.  Esta forma de resolver el presente recuso se aviene con los casos de improcedencia del amparo que enuncia el artículo 3° de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, pues ahí se veda la entrada a este medio de control de la constitucionalidad de los actos de gobierno, entre otros casos, cuando se alega contra disposiciones legislativas, como ocurre en el caso.

